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"Por el cual se decide una actuación administrativa y se retira del empleo a un 
funcionario de carrera administrativa" 

E L S E C R E T A R I O D E S A L U D D E B O L I V A R 
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C O N S I D E R A N D O : 

Que por. medio del Decreto N° 829 del 2 1 de sept iembre de 2010 el 
Gobernador de Bolívar, nombró en periodo de prueba al señor LUIS EDUARDO 
ORTIZ HERRERA, identificacío con la cédula de ciudadanía No. 73.591.627, en 
el empleo público denominado Profesional Especializado código 222 grado 18 
asignado a la Secretaría de Salud de la Gobernación de Bolívar. 

Que en dil igencia l levada a cabo el día 06 de sept iembre de 2010, el señor 
LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA tomó posesión del refer ido empleo ante el 
Secretario de Ta lento Humano de la Gobernación de Bolívar. 

Que la Contraloría General de la República dio inicio ai proceso verbal de 
responsabi l idad fiscal No. PRF-2015-01151-1604, encontrándose dentro de los 
presuntos responsables el señor LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA. 

Que med iante fal lo profer ido en audiencia del 29 de ju l i o de 2019, por la 
Contraloría Delegada Intersectoríal N° 2 de la Unidad de Invest igac iones 
Especiales contra la Corrupción de la Contraloría General de la República, se 
resolvió "Declarar responsables fiscales a los señores ANA MARIA DEL CARMEN 
ALVAREZ CASTILLO, NACHA NEWBALL JIMENEZ, FUNDACIÓN CIENAGA LA 
VIRGEN, la sociedad ASISTENCIA INTEGRAL DE SERVICIOS DE SALUD, JUAN 
CARLOS GOSSAIN ROGNINI y LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, se falla sin 
responsabilidad fiscal a favor de los señores BERTHA MARIA PEREZ LÓPEZ, 
CANDELARIA VALDELAMAR MARTINEZ y la FUNDACIÓN RENAL DE COLOMBIA, 
asi mismo se declaran terceros civilmente responsables a LA PREVISORA 
S.A.COMPAÑÍA DE SEGUROS y AXA COLPATRIA S.A. " 

Que med iante auto N° 0873 del 4 de octubre de 2019 el Contra lor Delegado 
Intersectoríal No. 2 de la Unidad de Invest igac iones Especiales contra la 
Corrupción de la Contraloría General de la República resolvió unos recursos de 
reposición en contra del fal lo menc ionado en el párrafo anter ior , y concedió el 
las apelaciones interpuestas en contra del fal lo que declaró la responsabi l idad 
fiscal. 

Que mediante auto No ORD- 80112- 228 del 29 de nov iembre de 2019, "Por 
medio del cual se resuelven unos recursos de apelación, interpuestos en contra 
del fallo emitido en audiencia del 29 de julio de 2019, emitido dentro del 
proceso de responsabilidad fiscal verbal N° 2015''01151-1604 DEPARTAMENTO 
DE BOLÍVAR,, y se surte el Grado de Consulta", El Contra lor General de la 
República, resolvió lo s igu iente: 

''ARTÍCULO PRIMERO: "DECLARAR FISCAL Y SOLIDARIAMENTE 
RESPONSABLES, con fundamento en la parte motiva de esta providencia a ^ 
AtiíA^MARÍA DEL CARMEN ALVAREZ CASTILLO, portadora de la cédula deÜ^ 
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ciudadanía N°45.456.615 de Cartagena, en calidad de Secretaría de Salud 
Departamental, para la época de los hechos. NACHA NEWBALL JIMÉNEZ, 
identificada con la cédula de ciudadanía N° 45.474.325, en calidad de directora 
de la Unidad de Aseguramiento y prestación de Servicios de Salud, de ¡a 
Secretaría de Salud, para la época de ios hechos. FUNDACIÓN CIÉNAGA DE 
LA VIRGEN NIT: 806.014.718-4, en calidad de IPS. A S I S T E N C I A INTEGRAL 
DE SERVICIOS EN SALUD IPS S.A.S., ASISTEGRAL NIT: 900.559.341-1. 
CANDELARIA VALDELAMAR MARTÍNEZ, identificada con cédula de 
ciudadanía /V° 33.308.312, en calidad de representante legal de ¡a ESE 
HOSPITAL LA DIVINA MISERICORDIA DE MAGANGUÉ. FUNDACIÓN RENAL 
DE COLOMBIA NIT: 830.123.731-5, en calidad de operador de la ESE 
HOSPITAL LA DIVINA MISERICORDIA DE MAGANGUÉ. JUAN CARLOS 
GOSSAIN ROGNINI, portador de la cédula de ciudadanía N° 73.148.752, en 
calidad de Gobernador del Departamento de Bolívar, para la época de los 
hechos y LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, identificado con cédula de 
ciudadanía N° 73.591.627, en calidad de auditor médico y líder del programa 
de prestación de servicios en salud de ia Gobernación de Bolívar, para la época 
de los hechos, de conformidad con las consideraciones aquí expuestas. 

PARÁGRAFO: Las personas declaradas fiscalmente responsables en el artículo 
primero de esta providencia, responderán de manera solidaria por las cuantías 
que a continuación se describen, hasta completar el monto total del daño al 
patrimonio público que asciende a la suma de VEINTISÉIS MIL DOSCIENTOS 
SETENTA Y CUATRO MILLONES NOVECIENTOS CUARENTA Y UN MIL 
SEISCIENTOS NOVENTA Y OCHO PESOS ($26.274'941.698,00), así: 

V NACHA NEWBALL JIMENEZ, por culpa grave en cuantía de 
$26.274'941.698,00, es decir, la totalidad del daño de que trata la 
presente causa fiscal, suma respecto de la cual: 

V LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, a título de culpa grave, responderá 
solidariamente con NACHA NEWBALL JIMENEZ, hasta la cuantía de 
$21.259'842.386,00 de la totalidad del daño patrimonial. 

V ANA MARÍA DEL CARMEN ALVAREZ CASTILLO, a título de culpa 
grave, responderá solidariamente con NACHA NEWBALL JIMENEZ y 
LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, hasta la cuantía de 
$19.227'732.681,00 de la totalidad del daño patrimonial. 

V ASISTENCIA INTEGRAL DE SERVICIOS DE SALUD ASISTEGRAL 
S.A.SM, a título de culpa grave, responderá solidariamente con NACHA 
NEWBALL JIMENEZ, 

7 LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA y ANA MARÍA DEL CARMEN 
ALVAREZ CASTILLO hasta la cuantía de $11.117759.074,00 de la 
totalidad del daño patrimonial. 

7 FUNDACIÓN CIENAGA DE LA VÍRGEN, a título de culpa grave, 
responderá solidariamente con NACHA NEWBALL JIMENEZ, LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA y ANA MARÍA DEL CARMEN ALVAREZ 
CASTILLO hasta la cuantía de $9.282571.749,00 de la totalidad del 
daño patrimonial. 

7 FUNDACIÓN RENAL DE COLOMBIA y CANDELARIA VALDELAMAR 
MARTINEZ, a título de culpa grave, responderán solidariamente con 

J NACHA NEWBALL JIMENEZ, LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA y ^ 
ANA MARÍA DEL CARMEN ALVAREZ CASTILLO hasta ¡a cuantía de^^i 

'610.875,00 de la totalidad del daño patrimonial. 
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7 JUAN CARLOS GOSSAIN ROGNINI, a título de culpa grave, 
responderá solidariamente con NACHA NEWBALL JIMENEZ, LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA, 

7 FUNDACIÓN RENAL DE COLOMBIA y CANDELARIA VALDELAMAR 
MARTINEZ hasta la cuantía de $1.205'120.802,00 de la totalidad del 
daño patrimonial." 

Que según constancia secretar ia! de ejecutor ia de fecha 05 de febrero de 2020, 
suscrita por ia Profesional de la Secretaría Común de ia Unidad de 
Invest igac iones Especiales contra la Corrupción de la Contraloría General de la 
República, el auto ORD-80112-0228-2019 de fecha 29 de nov iembre de 2019, 
por medio del cual se resolv ieron las apelaciones presentadas en contra del 
fallo profer ido en audiencia del 29 de ju l io de 2019 , quedó deb idamente 
ejecutor iado. 

Que med iante el oficio 2020EE013379 de fecha 05 de febrero de 2020, 
radicado en la Oficina de Atención al Ciudadano de la Gobernación de Bolívar el 
día 12 de febrero de 2020 , e ident i f icado con el código de registro EXT-BOL-
20-008673, el Contra lor delegado Intersectoríal No. 2 de la Unidad de 
Invest igac iones Especiales contra la Corrupción de la Contraloría General de la 
República comunicó al señor Gobernador de Bolívar la e jecutor iedad del fallo 
que declaró la responsabi l idad fiscal refer ido en los párrafos anter iores. 

Que el numera l 4 del artículo 38 de ia Ley 734 de 2002 señala que el haber 
sido declarado responsable fiscalmente también es const i tu t ivo de inhabi l idad 
para el ejercic io de cargos públicos. Igua lmente , el parágrafo 1 del artículo 
Ibídem preceptúa que Quien haya sido declarado responsable fiscalmente seré 
inhábil para el ejercicio de caraos públicos v para contratar con el Estado 
durante los cinco años siguientes a la ejecutoria del fallo correspondiente... 
Culmina el a ludido apar tado disponiendo que la inhabilidad cesará cuando la 
Contraloría competente declare haber recibido el pago o, si esto no fuere 
procedente, cuando la Contraloría General de la República excluva al 
responsable del boletín de responsables fiscales. 

Que a part i r de la ejecutor ia del fal lo condenator io dictado en el marco del 
proceso de responsabi l idad fiscal PRF-2015-01151-1604, el señor LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA, en su calidad de Profesional Especializado, código 
222 grado 18 asignado a la Secretaría de Salud de la Gobernación de Bolívar, 
adquirió la condición de responsable fiscal para los efectos previstos en el 
artículo 38 del Código Discipl inario Único. 

Que con el propósito de dar cumpl imiento a sus deberes const itucionales, 
legales y reg lamentar ios , acatar la decisión adoptada por la Contraloría 
General de la República, y garant izar las prerrogat ivas procesales del señor 
LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, el señor Gobernador de Bolívar profirió el 
Decreto 093 del 13 de marzo de 2020, med iante el cual delegó en el Secretario 
de Despacho código 020 grado 04, asignado a (a Secretaría de Salud, la 

|J facultad de avocar el conocimiento del auto No. ORD-80112 del 29 de 
^^ipi/^ieífhbre de 2019, expedido por el Contralor General de la República. 
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Que en ejercicio de la fundón que le fue delgada, el suscr ito Secretario de 
Salud profirió la Resolución 157 de 2020 , por medio de la cual avocó el 
conocimiento del asunto . 

Que por medio de la Resolución 287 del 09 de jun io de 2020 , este despacho, 
con miras a garant i zar su derecho de defensa y contradicción, citó al señor 
LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA a audiencia a realizarse e! día 12 de jun io de 
2020, la cual fue instalada en la fecha descr i ta, pero se dispuso su 
aplazamiento mot i vado por ocupaciones del Secretar io de Salud que le 
impid ieron hacer presencia en ella. 

Que el día 25 de j un i o de 2020 se reanudó la di l igencia, y en ella se le dio el 
uso de la palabra al serv idor público impl icado para que ejerc iera su derecho 
de defensa y contradicción, mani fes tando lo s iguiente: 

,..no obstante a través de mi apoderado solicitamos ante el Ministerio de 
Salud y Protección Social, se aclare sobre las omisiones que presuntamente 
cometí, pues mis actuaciones siempre estuvieron ceñidas a la ley, por tanto 
iniciaremos un proceso ante lo contencioso administrativo para ejercer mi 
defensa, pero tal situación se ha vito demorada por la pandemia del Covid ~ 
19 y el estado de emergencia declarado por el Gobierno Nacional, ya 
iniciamos la conciliación ante la Contraloría judicial delegada ante el tribunal 
(sic) y tenemos audiencia el 22 de julio del presente, pues existe un fallo y 
trae consigo una inhabilidad, sin embargo la sentencia de la Corte 
Constitucional No. 7-132 DE 2019, la cual expone como no aplicación de la 
sentencia el pago de la condena, pero dicha suma a pagar es exorbitante y 
no la alcanzo a pagar con mi vida terrenal, y se me hace imposible el pago 
de la suma establecida por la Contraloría, por tanto esperamos que con el 
fallo ante lo contencioso administrativo, sea absueito de la responsabilidad, 
por lo tanto solicito a ustedes, y de acuerdo al material probatorio que 
aportaremos, ya estamos en la primera fase de la conciliación y que la 
GOBERNACIÓN DE BOLÍVAR, tome la decisión de fondo cuando salga el fallo 
de lo contencioso administrativo... 

Que en el desarrol lo de la audiencia, el serv idor público impl icado le otorgó 
poder especial al abogado EDGAR CAREN BAENA, quien adujo lo s iguiente: 

...en atención a un asunto novedoso que nos trae en virtud de la sentencia 
de la Corte Constitucional No T-132 DE 2019, hay un lapso donde se 
permite al funcionario la oportunidad de ejercer su defensa, y es 
efectivamente lo que la Secretaría de Salud..., está haciendo, dando 
oportunidad a lo que dice la Corte con relación al pago de la sentencia, se 
estudiará en definitiva la inhabilidad que surge y la imposibilidad de pagar la 
suma, según lo dice la sentencia, pues e! señor LUIS ORTIZ HERRERA, no 
puede cancelar dichos valores pues es irracional la suma y no podrá pagar 
en esta vida ni en varias, está la demanda ante lo CONTENCIOSO 
ADMNISTRATIV, sin embargo como es sabido se encuentran suspendidos los 
términos desde el 16 de marzo para poder actuar, es cierto lo que dice el 
señor LUIS ORTIZ, se nos notificó el fallo sin ejecutoria, así las cosas 
enseguida io enviaron para el Boletín de Responsabilidad Fiscal, el día 10 de 

' enero de 2020, empezó nuestra ejecutoria, y se radicó en ante la 
j Contraloría (s ic) en medio de la pandemia la solicitud de conciiiación y el día 

22^dByjúlio tendremos dicha audiencia y si se levanta acta de no conciliación. 
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solicitaremos medida cautelar en el proceso Contencioso Administrativo y 
que se decrete la suspensión de la aplicación del fallo, queremos demostrar 
las actuaciones que estamos llevando a fin de que esto no quede así, según 
las pruebas efectivas y eficaces que tenemos, solicitamos a ustedes un 
términos prudente después del 22 de Julio para presentar a ustedes las 
actuaciones que se han adelantado, así como los bienes que tiene ei señor 
Luis Ortiz, a fin de que se demuestre que él no puede cancelar las sumas, y 
demostrar que se realizó ia auditoría según la ley... 

Que de los a rgumentos p lanteados por el señor LUIS EDUARDO ORTIZ 
HERRERA y su apoderado especial, se ent iende que su defensa se afinca en 
que los efectos de la condena fiscal no pueden ser apl icados porque: ( i) al 
momento de la celebración de la audiencia se presentó una sol ic itud de 
conciliación extra jud ic ia l ante la Contraloría jud ic ia l -entiéndase Procuraduría 
Judicial- como requis i to de procedibi l idad para acudir ante la jurisdicción 
especializada de lo contenc ioso-admin is t rat ivo; y, ( i i ) dado el monto de la 
condena fiscal impuesta en contra del impl icado, resulta imposib le que este 
pueda ev i tar ser ret i rado del cargo por medio del pago de la suma señalada 
por la Contraloría General de la República en el fal lo que declaró la 
responsabi l idad f iscal. 

Que leídos los a rgumentos aducidos por el interesado y su apoderado especial, 
y de cara a las disposiciones que regulan la mater ia , le corresponde a este 
despacho de te rm ina r si procede o no ret i rar del servicio al señor LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA por estar incurso en la inhabi l idad sobreviníente en 
el numera l 4 del artículo 38 del Código Discipl inario Único, para lo cual se 
exponen las s iguientes consideraciones especiales: 

Conforme a lo dispuesto en los artículos 42A de la Ley estatutar ia 270 de 
1996, adic ionado por el artículo 12 de la Ley estatutar ia 1285 de 2009 y 161 
(numera l 1) del Código de Procedimiento Admin i s t ra t i vo y de lo Contencioso 
Admin is t ra t ivo , la conciliación extrajud ic ia l en derecho const i tuye requisito de 
procedibi l idad para acceder a la jurisdicción especializada de lo contencioso 
admin is t ra t ivo en ejercic io de las acciones de nul idad con restab lec imiento del 
derecho, reparación directa y controvers ias contractuales. 

Por su parte, el artículo 2 1 de la Ley 640 de 2001 preceptúa que La 
presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el 
conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, 
hasta que se logre el acuerdo conciiiatorio o hasta que el acta de conciliación 
se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2 de la 
presente ley o hasta que se venza el término de tres ( 3 ) meses a que se 
refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero... En igual sent ido, los efectos 
previstos en el artículo 2 1 ibídem, fueron re i terados por el artículo 
2.2.4.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015, reg lamentar io del sector just ic ia y del 
derecho. 

De cara a las disposiciones legales y reglamentarías referenciadas, la 
conciliación extra jud ic ia l en derecho const i tuye un requis i to de procedibi l idad 
para acudir ante el juez especial izado de lo contenc ioso-admin is t rat ivo en sede 
de la acción de nul idad con restablec imiento del derecho, y su presentación 
ante el func ionar io competen te , que en los términos del artículo 23 de la Ley 
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640 de 2011 es el agente del Ministerio Público asignado a esa jurisdicción, 
t iene como único efecto la suspensión de la prescripción ext in t iva y de la 
oportun idad para demandar . 

Regresando al caso concreto, se t iene que el a rgumento esbozado por el señor 
Ortiz Herrera y su apoderado especial, consistente en que ya acudieron ante el 
agente del Ministerio Público asignado a la jurisdicción especializada de lo 
contencioso admin i s t ra t i vo por medio de la presentación de la sol ic itud de 
conciliación extra jud ic ia l en derecho, no es suf ic iente para que este despacho 
postergue el efecto jurídico que surge de ia inhabi l idad sobrev in iente que se 
generó con ia condena f iscal, ta l como lo es el ret i ro del servic io. Este aserto se 
sustenta en que la única consecuencia que de conformidad con la ley genera la 
presentación de la sol ic i tud de conciliación, es la suspensión de la prescripción 
ext int iva y de la opor tun idad para demandar , no siendo posible que los efectos 
de los actos admin i s t ra t i vos cuya nul idad se pueda pre tender en una futura 
demanda, se vean afectados por la convocación de una audiencia de 
conciliación extra jud ic ia l en derecho ante el agente del Minister io Público. 

A lo anter ior se aúna que el fal lo de responsabi l idad fiscal e jecutor iado, al 
tratarse de un acto admin i s t ra t i vo , se encuentra revest ido de la presunción de 
legalidad consagrada en el artículo 88 del Código de Procedimiento 
Admin is t ra t ivo y de lo Contencioso Admin i s t ra t i vo , según el cual Los actos 
administrativos se presumen iegaies mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no 
podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o 
se levante la medida cautelar. 

En el caso sub judice si bien es cierto el interesado y su apoderado han sido 
re i terat ivos en mani fes tar que demandarán la nul idad del fallo de 
responsabi l idad f iscal ante la jurisdicción especializada de lo contencioso-
admin is t ra t ivo no lo es menos que estos no han demostrado que dicha 
jurisdicción hubiere profer ido medida cautelar en el sent ido de suspender los 
efectos del acto admin i s t ra t i vo que declaró compromet ida la responsabi l idad 
fiscal del señor Ort iz Herrera. 

Así las cosas, para esta secretaría es claro que el fallo de responsabi l idad 
profer ido en contra del señor Ortiz Herrera se encuentra en f i rme y sobre él no 
pesa ninguna decisión jud ic ia l que haya suspendido sus efectos. 

Sin perjuic io de lo anter ior , y en consonancia con lo expresado por el 
interesado y su apoderado especial, e fec t ivamente la jur isprudenc ia de la 
honorable Corte Const i tuc ionaP ^ ha señalado que cuando la obligación surgida 
de la condena fiscal es desproporc ionada, en relación con los ingresos y el 
patr imonio del responsable f iscal, la autor idad admin i s t ra t i va , antes de 
mater ia l izar los efectos de la inhabi l idad sobrev iv iente, debe garant izar al 
interesado la opor tun idad de acudir ante la jurisdicción especializada de lo 
contenc ioso-admin is t rat ivo para sol ic itar la suspensión provis ional de los 

' CORTB CONSTITUCCIONAL, Sala Plena. Sentencia C-101 del 24 de octubre de 2018. Magistrada ponente Gloria Stella Ortiz 

^ CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Tercera de Revisión, Sentencia T-132 del 27 de marzo de 2019. Magistrado ponente Luis Carlos 
/ 

Delgado. 
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efectos de! acto admin i s t ra t i vo content ivo del fa l lo, o incluso, ante el juez de 
tutela s iempre que se cumplan los presupuestos de procedencia de dicha 
acción const i tuc iona l . 

Tratándose del asunto que hoy nos convoca, se adv ier te que la providencia 
que resolvió la apelación promov ida en contra del fal lo que declaró ia 
responsabi l idad fiscal fue not i f icada al interesado, señor Ortiz Herrera, el día 
10 de enero del año que discurre, a través de mensaje de datos enviado a su 
apoderado especial, ta l como se expresó en la constancia de ejecutor ia signada 
por el Profesional de la Secretaría Comín de la Unidad de Invest igaciones 
Especíales contra la Corrupción de la Contraloría General de la República. 

En este contexto, el señor Ortiz Herrera, a par t i r del día 11 de enero de 2020, 
contaba con el término de 4 meses, no solo para p romove r la acción de nul idad 
con restab lec imiento del derecho, sino para sol ic itar el decreto de la medida 
cautelar de suspensión provis ional a la luz del artículo 230 del Código de 
Procedimiento Admin i s t ra t i vo y de io Contencioso Admin i s t ra t i vo , en lo 
concerniente al fal lo que lo declaró responsable f iscal. 

También conviene re l ievar que, al t ra ta rse de un acto admin is t ra t ivo de 
contenido puramente económico, y como quiera que por razones obvias el 
señor Ortiz Herrera estaba interesado en pedir la suspensión provis ional de los 
efectos del acto admin i s t ra t i vo como medida cautelar, este podía p romover la 
demanda ordinar ia en ejercicio de la citada acción sin necesidad de agotar el 
requisito de procedib i l idad de la conciliación extrajud ic ia l en derecho, tal como 
lo señala el inciso 2 del artículo 613 del Código General del Proceso. 

Este despacho es consciente que desde el día 16 de marzo de 2020 , y hasta el 
30 de jun io de ese mismo año, los términos judic ia les en el país estuvieron 
suspendidos por disposición de la Sala Admin is t ra t iva del Consejo Super ior de 
ia Judicatura; no obstante , no se puede dejar de lado que ent re el día 11 de 
enero de 2020 y 16 de marzo de esa misma anual idad, transcurrió, 
aprox imadamente , Dos (2) meses y Cinco (5 ) dias t i empo durante el cual, el 
interesado pudo p romove r la demanda de nul idad con restablec imiento del 
derecho, con su respect iva sol ic itud de suspensión provis ional , sin necesidad 
de acudir, se insiste, a la conciliación extrajud ic ia l en derecho como requisito 
de procedibi l idad. 

De igual f o rma, vemos que desde el 0 1 de ju l io del año que discurre hasta la 
fecha, han t ranscur r ido más de 3 meses, sin que el señor Ortiz Herrera hubiere 
acreditado en esta actuación la interposición de demanda alguna en pro de 
obtener la nul idad del fal lo que lo declaró responsable f iscal. 

Lo anter ior pone de presente que desde la notificación de la providencia que 
desató la apelación interpuesta en contra del fal lo de la responsabi l idad fiscal 
hasta la fecha, ha t ranscur r ido un plazo razonable durante el cual el interesado 
pudo acudir a la jurisdicción y sol ic itar la suspensión provis ional de los efectos 
del acto admin i s t ra t i vo , sin que en el píenario se encuentre acreditado que este 
ejerció dicha prer rogat iva , encontrándose agotada la opor tun idad que las 
voces de la jur i sprudenc ia const i tuc ional la autor idad nominadora debe otorgar 
al responsable fiscal para que acuda ante los jueces en procura de obtener la 
suspensión provis ional de los efectos del acto admin is t ra t ivo contenido en el 
fallg^de" responsabi l idad f iscal. 
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Que en línea con las consideraciones especiales anotadas, se encuentra que los 
argumentos de defensa planteados por el señor LUIS EDUARDO ORTIZ 
HERRERA no son suf ic ientes para que este despacho se abstenga de 
mater ia l izar los efectos de la declarator ia de responsabi l idad f iscal, como hecho 
const i tut ivo de la inhabi l idad sobrev in iente contenida en el numera l 4 del 
artículo 38 de! Código Discipl inarlo Único. 

Que adicional a lo dicho, no obra en el expediente prueba que acredite el pago 
de la condena f iscal, y hecha la consulta de r igor, se observa que el señor LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA, ident i f icado con la cédula de ciudadanía No. 
73.591.627 se encuentra reportado en el Boletín de Responsabi l idad Fiscal 
admin is t rado por la Contraloría Delegada para Responsabi l idad Fiscal, 
Intervención Judicial y Cobro Coactivo de la Contraloría General de la 
República. 

Que ten iendo en cuenta ios razonamientos fácticos, jurídicos y probator ios aquí 
planteados, y habiéndosele garant izado el ejercic io de sus garantías 
procesales, se impone que el suscr ito secretar io, en su rol de delegatar io del 
señor Gobernador de Bolívar, disponga el ret i ro del servicio del señor LUIS 
EDUARDO ORTIZ HERRERA, como consecuencia de la inhabi l idad sobrev iv iente 
generada al haber sido declarado responsable f iscal. 

Que al t ra tarse de una desvinculación que se da con ocasión al acaecimiento 
de una inhabi l idad sobrev iv iente , ei señor LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA 
deberá dejar sus func iones una vez el presente decreto quede en f i rme, aun 
cuando la autor idad nominadora no haya provisto un reemplazo para el 
ejercicio del empleo. 

Que el presente decreto, al haber decidido una actuación admin is t ra t iva , es 
susceptible del recurso de reposición, en los términos de lo dispuesto en los 
artículos 74 del Código de Procedimiento Admin is t ra t ivo y de lo Contencioso 
Admin is t ra t ivo y 12 de la Ley 489 de 1998. 

Que en mérito de lo expuesto . 

D E C R E T A : 

ARTÍCULO P R I M E R O : DECISIÓN DE LA ACTUACIÓN. R E T I R A R del 
servicio al señor LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA, ident i f icado con la cédula de 
ciudadanía No 73 .591 .627 , quien se venía desempeñando como Profesional 
Especializado, Código 222 Grado 18, en la Secretaría de Salud de la 
Gobernación de Bolívar. 

PARÁGRAFO ÚNICO. El ret i ro dispuesto en este artículo se hará efect ivo una 
vez el presente decreto quede deb idamente ejecutor iado, mot i vo por e! cual el 
serv idor público que ha sido ret i rado del servicio deberá separarse de sus 
funciones aun cuando la autor idad nominadora no haya prov isto un reemplazo 
para el ejercicio del empleo. 

ARTÍCULO S E G U N D O : P U B L I C I D A D . N O T I F I C A R persona lmente el 
pres^té^decreto al señor LUIS EDUARDO ORTIZ HERRERA o a su apoderado 

ecial en la fo rma prevista por el artículo 4 del Decreto- legis lat ivo 4 9 1 del 2 8 ' 
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de marzo de 2020 . En el evento en que la notificación personal no se pueda 
adelantar en la fo rma prevista por el a ludido decreto, esta se efectuará de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 a 69 del Código de 
Procedimiento Admin i s t ra t i vo y de lo Contencioso Admin i s t ra t i vo . 

ARTÍCULO T E R C E R O : R E C U R S O S A D M I N I S T R A T I V O S . De conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 74 del Código de Procedimiento Admin is t ra t ivo 
y de lo Contencioso Admin i s t ra t i vo y 12 de la Ley 489 de 1998, el presente 
decreto es suscept ib le det recurso de reposición. 

ARTÍCULO C U A R T O : V I G E N C I A . El presente decreto rige a part i r del día 
siguiente al del venc imiento del plazo para in terponer el recurso de reposición 
si este no fuere in terpuesto , en los términos del numera l 3 del artículo 87 del 
Código de Procedimiento Admin i s t ra t i vo y de lo Contencioso Admin i s t ra t i vo . 

Dado en Turbaco, Bolívar a l o s ^ de sept iembre del 2020 \ 
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